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NEGATIVA DE TRASLADO A OTRO CENTRO PENITENCIARIO NO CONSTITUYE UNA VULNERACIÓN DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES INVOCADOS. [E]l comportamiento asumido por el INPEC, ante el traslado del condenado, no constituye una decisión arbitraria y sin fundamentos, tampoco se demostró que haya atentado en contra de sus derechos fundamentales, y aunque existió una negativa de su parte para el traslado, fue, entre otras razones, porque la solicitud de traslado que elevó la hizo de forma específica al Eje Cafetero, área de la cual se conoce, sus reclusiones presentan alto estado de hacinamiento, según lo cual, como ya se explicó no se puede acceder si no es porque la Dirección del INPEC después de hacer un estudio acucioso de cada caso concreto, determina que ello es viable o no, sobre todo porque no sólo debe tener en cuenta para ello el caso específico, sino la situación presentada por la comunidad carcelaria en general. Ante este panorama, la única alternativa viable para el accionante es reintentar la solicitud de traslado a la institución de forma genérica a fin de que allí se evalúe si existe algún otro lugar cercano en el que se pueda reubicar, o en un escenario judicial, acudir a la jurisdicción contencioso administrativa a fin de atacar el acto administrativo mediante el cual se tomó tal determinación, pues infortunadamente no es este el mecanismo adecuado, al haberse encontrado demostrado que no existió por parte del INPEC una actuación grave que haya comprometido derechos de tal magnitud que requieran la intervención del Juez constitucional. Acorde con lo dicho, se habrá de confirmar en su totalidad la decisión de primer nivel. 
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el Doctor Carlos Arturo Giraldo Jaramillo, quien actúa en calidad de agente oficioso de los menores SOPHÍA y ALEJANDRO, cuyo padre, el señor ALEJANDRO CUERVO JIMÉNEZ, se encuentra recluido en la cárcel de Guaduas, Cundinamarca, coadyuvado por la esposa del último, la señora ESTEFANI GUEVARA RÍOS, alzada propuesta en contra del fallo proferido el 22 de agosto del presente año por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta ciudad, mediante el cual negó el amparo de los derechos fundamentales invocados en contra del INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO –INPEC-. 
ANTECEDENTES:

El abogado Carlos Arturo Giraldo Jaramillo, coadyuvado por la señora Estefani Guevara Ríos, quienes actúan en representación de los menores Sophia y Alejando, cuyo padre, el señor Alejandro Cuervo Jiménez, se encuentra recluido en la cárcel de Guaduas, Cundinamarca, acudieron al presente mecanismo constitucional de amparo, para obtener la protección de sus derechos fundamentales a la unidad familiar, vida digna e igualdad, entre otros. Los hechos en los cuales fundamentó su petición, fueron sintetizados por el juzgado de primer nivel, así: 
“Narran los accionantes que se ha solicitado administrativamente al INPEC el traslado del señor ALEJANDRO CUERVO JIMÉNEZ, quien se encuentra recluido en Guaduas Cundinamarca con el objeto de obtener el acercamiento familiar que favorezca a los menores SOPHIA CUERVO GUEVARA y ALEJANDRO GUEVARA RÍOS.

La familia no está en posibilidades económicas de trasladarse hasta el lugar de detención para visitar al padre. La madre sólo devenga el salario mínimo legal. El padre no ha podido hacer el reconocimiento notarial de Alejandro por encontrarse privado de la libertad, con quien además no ha tenido contacto alguno.

Solicitan el traslado del interno a la ciudad de Pereira o aun establecimiento aledaño”
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:
El Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira avocó el conocimiento de la actuación el día 8 de agosto de 2017, en contra del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, a quien ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. 
Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, resolvió mediante fallo del 22 de agosto de 2017, negar la solicitud de amparo invocada, al determinar que cuando un recluso es trasladado por el Director General del INPEC, a un centro penitenciario ubicado en un lugar diferente al de la residencia de sus parientes, ello obedece a una de las consecuencias propias de la privación de la libertad, y además, es una facultad discrecional, ante la cual sólo puede intervenir el juez de tutela si logra verificar que ello obedece a un actuar irrazonable, caprichoso, arbitrario o infundado, de manera que pueda dejarse sin efectos el acto administrativo de traslado, lo que a criterio del Juez de primer nivel no se demostró en esta oportunidad, lo que conlleva a la presunción de legalidad del acto cuestionado. 
Además refirió que es un hecho notorio que los centros carcelarios de esta región llegaron al límite de hacinamiento, razón por la cual ordenar el retorno del interno podría vulnerar también sus prerrogativas constitucionales. 

IMPUGNACIÓN:
El 28 de agosto de 2017, el abogado de la Defensoría del Pueblo, Regional Risaralda, Dr. Carlos Arturo Giraldo Jaramillo presentó un memorial de impugnación mediante el cual reiteró la petición formulada en su escrito inicial, refiriendo que en este caso se hace alusión a la unidad familiar, teniendo como base la existencia de dos niños menores de edad que están sufriendo moral, psíquica y socialmente con la determinación tomada por el INPEC. 
Expuso que la lejanía física que se ha presentado entre el padre y sus hijos, ha llevado a una desarticulación familiar, que incide en el estado anímico de las relaciones unipersonales de los menores, especialmente porque no ha sido posible que el menor de 8 meses aún no haya conocido a su padre.
Solicitó entonces que se le garantice al señor Alejandro Cuervo Jiménez la estadía en una prisión donde puesta estar al tanto del entorno familiar, lo que le brindaría a él y a sus hijos una mayor estabilidad emocional.   

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 
En el presente asunto, le corresponde a esta Corporación determinar si es viable a través de este mecanismo constitucional, ordenar al INPEC el traslado del centro de reclusión de Guaduas, Cundinamarca, del señor Alejandro Cuervo Jiménez, a uno que quede más cercano al lugar de residencia de su familia, por razones de acercamiento familiar. 

Con base en ese problema jurídico planteado, es pertinente recordar en primer lugar que el traslado de los reclusos entre las distintas cárceles del país a cargo del INPEC es potestativo de esa entidad, por lo tanto, como acertadamente señaló el Juez Cognoscente, la injerencia que pueda llegar a tener la Judicatura en ello está limitada tanto por lo establecido por la Ley 65 de 1993 como por la jurisprudencia constitucional respecto al tema.

De esta manera, se tiene que el artículo 75 de la norma en cita consagra como causales para el traslado de un interno las siguientes:

ARTICULO  75. CAUSALES DE TRASLADO. Modificado por el art. 53, Ley 1709 de 2014. Son causales del traslado, además de las consagradas en el Código de Procedimiento Penal:

1. Cuando así lo requiera el estado de salud, debidamente comprobado por médico oficial.

2. Falta de elementos adecuados para el tratamiento médico.

3. Motivos de orden interno del establecimiento.

4. Estímulo de buena conducta con la aprobación del Consejo de Disciplina.

5. Necesidad de descongestión del establecimiento.

6. Cuando sea necesario trasladar al interno a un centro de reclusión que ofrezca mayores condiciones de seguridad.

En consonancia con lo anterior, la Corte Constitucional en su desarrollo jurisprudencial ha abordado el tema del poder discrecional que tiene la Dirección General del INPEC para efectuar el traslado de un recluso de un lugar a otro, señalando que éste no es absoluto, pues no puede obedecer a un capricho o devenir en arbitrariedad, sino que debe estar sujeta a las causales que para ese fin prevé la ley; así, en la Sentencia T 493 de 2013 (MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez) señaló:

“…5.7 Entonces, jurisprudencialmente se considera que es arbitraria e injustificada la decisión en relación al traslado de los reclusos cuando, evidenciándose vulneraciones a derechos fundamentales no restringibles, la Dirección general del INPEC:

(i) Emite órdenes de traslado o niega los mismos sin motivo expreso.

(ii) Niega traslados de internos bajo el único argumento de no ser la unidad familiar una causal establecida en el artículo 75 del Código Penitenciario y Carcelario.

(iii) Emite órdenes de traslado o niega los mismos con base en la discrecionalidad que le otorga la normatividad, sin más argumentos.

5.8 Por el contrario, se observa que se ha considerado fundada la amplia facultad de apreciación de las causales de traslado, de los mismos cuando la decisión se encuentra justificada en las siguientes razones:  

(i) Que el recluso requiera una cárcel de mayor seguridad.

(ii) Por motivos de hacinamiento en los establecimientos penitenciarios.

(iii) Porque se considere necesario para conservar la seguridad y el orden público.

(iv) Que la estadía del recluso en determinado penal sea indispensable para el buen desarrollo del proceso.”

(Negrillas por fuera del texto original)

Con base en lo que viene de decirse, es clara la delimitación que tiene el Juez de tutela para inmiscuirse en este tipo de asuntos, al punto de hacer que ello solo se dé excepcionalmente, cuando en el trámite constitucional se logra evidenciar una afectación realmente grave y seria a la integridad física, moral y psicológica de la familia por el distanciamiento con su ser querido que se encuentra detenido; pero para tal cosa, sería necesario que quien invoque la protección constitucional, demuestre con suficiencia y sin lugar a dudas la gravedad de la afectación que se le está causando a los hijos menores del actor por el distanciamiento con su padre dadas sus condiciones de reclusión:

“En conclusión, tal como puede apreciarse, la jurisprudencia de este tribunal ha determinado que la intervención por vía de tutela en la facultad discrecional reglada del INPEC resulta excepcionalísima y solo se debe inaplicar el referente normativo para autorizar el traslado de internos, en los casos en los que se encuentre seriamente comprometida la integridad física, psicológica y moral de la familia, especialmente cuando se trata de los derechos de los menores de edad.”

Del caso concreto: 

Partiendo de lo dicho hasta ahora, y revisado el expediente puesto en conocimiento de esta Colegiatura, se tiene que la señora Estefani Guevara Ríos, esposa del señor Alejandro Cuervo Jiménez, coadyuvada por la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda  solicitó al Director General del INPEC el traslado del lugar en el que actualmente se encuentra recluido, a uno que se encuentre ubicado en el Eje Cafetero, petición que resultó ser desfavorable a sus intereses, ello en razón a la situación de hacinamiento de las penitenciarías para la cuales se pidió tal cosa. 

Lo dicho anteriormente acerca del abismal crecimiento que ha tenido la población reclusa en todo el país en los últimos tiempos no es un secreto, sino un tema ampliamente conocido socialmente; incluso en desarrollo de la Sentencia T-762 de 2015
, donde uno de los accionados era el Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de esta ciudad, se logró establecer a partir del informe presentado por la Defensoría del Pueblo, que éste tenía capacidad para albergar 676 internos, y para ese momento habían 1674, lo que se traduce un porcentaje aproximado de hacinamiento del 147.6%; en ese sentido, se vislumbra que la decisión tomada por el INPEC frente al traslado del señor Cuervo Jiménez se encuentra sustentada, y teniendo en cuenta lo dicho hasta ahora, ajustada a los lineamientos establecidos para tal fin, lo que en otras palabras, quiere decir que es una apreciación equivocada la del togado accionante al considerar arbitraria o injusta la decisión de traslado del interno.
Ahora bien, frente a la posibilidad de ordenarle al INPEC el traslado de un recluso por acercamiento familiar, pues considera la parte accionante que con la negativa se están vulnerando una serie de derechos no sólo al interno sino a su familia, debe decirse que aunque la situación familiar si puede llegar a tornarse difícil, es un asunto que en esta oportunidad no se cuestiona, no obstante, hay circunstancias que no pueden ser pasadas por alto, y es que si bien la unidad familiar del recluso puede verse alterada con ocasión de la situación que actualmente presenta, no es menos cierto que tal derecho no puede superponerse a otros derechos de rango fundamental que también se le estarían desconociendo al señor Alejandro al trasladarlo a un lugar que presente condiciones de hacinamiento, tales como la dignidad humana, la salud, la integridad física y hasta la vida. 

Así las cosas, cuando una persona que ha sido privada de la libertad por haberse encontrado demostrado que incurrió en la comisión de un delito, lo normal que ocurre es que existan situaciones de su vida común que necesariamente se verán alteradas, y dentro de esos cambios habrán derechos entre los cuales algunos serán suspendidos, otros serán restringidos y otros a los cuales definitivamente no podrá renunciar por el simple hecho de ser persona, así lo ha expuesto la Corte Constitucional: 

“ (…) la jurisprudencia Constitucional ha clasificado los derechos fundamentales de los internos en tres categorías: i) aquellos que pueden ser suspendidos, como consecuencia de la pena impuesta (como la libertad física y la libre locomoción); ii) aquellos que son restringidos debido al vínculo de sujeción del recluso para con el Estado (como derechos al trabajo, a la educación, a la familia, a la intimidad personal); y iii) derechos que se mantienen incólumes o intactos, que no pueden limitarse ni suspenderse a pesar de que el titular se encuentre sometido al encierro, dado a que son inherentes a la naturaleza humana, tales como la vida e integridad personal, la dignidad, la igualdad, la salud y el derecho de petición, entre otros”

Atendiendo lo anterior, y haciendo una ponderación en sentido amplio de los derechos que están en la balanza, se puede establecer fácilmente que si bien el derecho a la unidad familiar puede encontrarse de cierto modo restringido (no sesgado), los derechos a la vida e integridad personal, a la dignidad y a la salud, entre muchos otros, del señor Alejandro Cuervo Jiménez, no pueden ser equiparados al anterior. 

Lo que se quiere decir entonces es que el comportamiento asumido por el INPEC, ante el traslado del condenado, no constituye una decisión arbitraria y sin fundamentos, tampoco se demostró que haya atentado en contra de sus derechos fundamentales, y aunque existió una negativa de su parte para el traslado, fue, entre otras razones, porque la solicitud de traslado que elevó la hizo de forma específica al Eje Cafetero, área de la cual se conoce, sus reclusiones presentan alto estado de hacinamiento, según lo cual, como ya se explicó no se puede acceder si no es porque la Dirección del INPEC después de hacer un estudio acucioso de cada caso concreto, determina que ello es viable o no, sobre todo porque no sólo debe tener en cuenta para ello el caso específico, sino la situación presentada por la comunidad carcelaria en general. 

Ante este panorama, la única alternativa viable para el accionante es reintentar la solicitud de traslado a la institución de forma genérica a fin de que allí se evalúe si existe algún otro lugar cercano en el que se pueda reubicar, o en un escenario judicial, acudir a la jurisdicción contencioso administrativa a fin de atacar el acto administrativo mediante el cual se tomó tal determinación, pues infortunadamente no es este el mecanismo adecuado, al haberse encontrado demostrado que no existió por parte del INPEC una actuación grave que haya comprometido derechos de tal magnitud que requieran la intervención del Juez constitucional. Acorde con lo dicho, se habrá de confirmar en su totalidad la decisión de primer nivel. 

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,
RESUELVE: 
PRIMERO: CONFIRMAR la decisión adoptada el 5 de abril del año avante por la Juez Primera Penal del Circuito de Dosquebradas, por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, sentencia T-428 de 2014, M.P. Dr. Andrés Mutis Vanegas. 


� 16 de diciembre de 2015; Magistrada sustanciadora: Gloria Stella Ortíz Delgado





� Sentencia T-267/15
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